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Resumen
El surgimiento y reconﬁguración de una sociedad que 
cuenta con mayores medios para allegarse de informa-
ción, la cual tiene nuevas características así como con-
tradicciones, genera la necesidad de debatir en torno 
al papel de la propia información en la construcción 
de una ciudadanía más activa y participativa en la ges-
tión de políticas públicas. Tomando en consideración 
el contexto latinoamericano, este artículo aborda esa 
discusión vinculándola con otros temas como la de-
mocracia, la participación ciudadana, la esfera pública, 
la era de la información y la sociedad del conocimien-
to. De igual forma, se reﬂexiona sobre otros enfoques 























































40 permitir que esa participación sea más amplia y acti-
va. Las conclusiones apuntan a que si bien en la región 
actualmente existen desigualdades en cuanto a la dis-
ponibilidad y acceso a la información, la gobernanza 
ofrece elementos promisorios para la construcción de 
una ciudadanía más informada y participativa en los 
asuntos públicos y en la gestión de políticas públicas.
Palabras clave: Información; Ciudadanía; Esfera 
pública; Políticas públicas; Gobernanza.
Abstract
Information and citizenship: a governance perspective
Héctor Alejandro Ramos-Chávez
The emergence and reconﬁguration of a society that 
has greater means to access information – which in it-
self presents new features and contradictions – gene- 
rates a need to debate the role of information in en-
couraging a more active and participatory citizenship 
in the management of public policies. This article 
discusses issues of democracy, citizenship participa-
tion, the public sphere, and how these are related to 
the information age and knowledge society in Latin 
America. Similarly, it reﬂects on other aspects of gov-
ernment, such as governance, which can enable wider 
and more active citizen participation. The article con-
cludes that while inequality exists in the region in 
terms of availability and access to information, gover-
nance offers promising elements to build a more in-
formed and participatory citizenship in public affairs 
and public policy management.
Keywords: Information; Citizenship; Public Sphere; 
Public Policies; Governance.
Introducción
A pesar de los grandes avances en cuanto a la disponibilidad de informa-ción mediante las nuevas tecnologías de información y comunicación, 
el acceso a Internet, las bibliotecas públicas y la amplia oferta de literatura 
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especializada en prácticamente todos los campos del conocimiento, persiste 
aún un amplio sector de la sociedad que se encuentra excluido de estos lo-
gros. Las implicaciones de este desigual acceso a la información dan lugar al 
surgimiento de una ciudadanía diferenciada, en la que podemos encontrar a 
ciudadanos bien informados que cuentan con elementos para participar en 
los asuntos públicos y a otros que no lo están, lo que ocasiona que su partici-
pación sea escasa o nula.
Este sector excluido tiende a formar su opinión a partir de la información 
dada por los medios masivos de comunicación, principalmente la televisión, 
lo que trae a colación la temática de la calidad de la información que es “con-
sumida”. Algunos autores advierten de la posibilidad de que los medios de 
comunicación, en su búsqueda de legitimación, sometan a los ciudadanos y 
a sus necesidades a un proceso de transformación, lo que da como resulta-
do una ciudadanía estereotipada (Giglia y Winocur, 1996; Martín-Barbero, 
2001; Winocur, 2002, 2003).
La solución a estas problemáticas no es sencilla de plantear, pues en gran 
medida el problema se vincula con los altos índices de desigualdad imperan-
tes en México y América Latina en general, así como con la persistencia de 
una esfera pública que no incluye a gran parte de la población (Fleury, 2004).
Ante este escenario, surge la necesidad de ahondar sobre la reﬂexión del 
papel que juega y la importancia que tiene la información en la conformación 
de la ciudadanía, así como en la posibilidad de plantear nuevos modelos de 
gestión, como el de la gobernanza, que permitan incluir a un mayor número 
de individuos en los procesos de elaboración de las políticas públicas y pro-
gramas relacionados con la información.
En este sentido, tomando en consideración el contexto de Latinoaméri-
ca con algunas anotaciones al caso especíﬁco de México, en este trabajo se 
plantea avanzar en el debate de la importancia que tiene la información en la 
construcción de ciudadanía y en cómo una ciudadanía más informada puede 
contar con mejores elementos para participar en la gestión de las políticas 
públicas. Para ello, en una primera parte del documento se aborda la discu-
sión del concepto de ciudadanía y se brindan algunas nociones generales, así 
como las tendencias y el debate actual de la noción. La segunda parte analiza 
el vínculo que existe entre ciudadanía y democracia, y discute la importancia 
y el papel que juega la información en la construcción de ciudadanía. En el 
tercer apartado se aborda el concepto de participación ciudadana, contex-
tualizándola en la llamada era de la información y de la sociedad del cono-
cimiento. La cuarta parte del documento analiza el modelo de gobernanza 
como una forma alternativa en la gestión de políticas públicas, remitiendo la 























































40 del de gobernabilidad. Por último se dan algunas conclusiones y se propo-
nen algunos derroteros de investigaciones futuras.
La discusión sobre la ciudadanía
Aunque no es objetivo de este trabajo realizar un minucioso desarrollo del 
concepto de ciudadanía, es pertinente establecer un marco referencial para 
entender el uso que se le da al concepto. La noción de ciudadanía ha tenido 
distintos enfoques según el punto central de análisis del que se parta, en-
tre otros estudios se la ha vinculado con una forma de control social (Vieira, 
1998), con su relación con la ciudad y los espacios públicos (Borja, 1998; Ra-
mírez, 2003; Capron y Monnet, 2003; Espinosa, 2004), con la interacción que 
establece con el Estado mediante su capacidad de generar mayores niveles 
de democracia (O’Donnell, 1993), con relación al punto de vista de género 
(Bolos, 2008; Molyneux, 2000; Aguirre, 2003), con la manera en que se jue-
gan las circunstancias de desigualdad social (Fleury, 2004), así como con las 
nuevas formas que la ciudadanía ha adquirido en función de los fenómenos 
de migración y globalización mundial (Lechner, 2000).
De igual forma, dependiendo de los contextos culturales e históricos en 
los cuales se inserte el análisis, la ciudadanía ha asumido diferentes formas 
e interpretaciones, la más común de ellas la de vincularla con su forma más 
básica, deﬁniéndola como el derecho a tener derechos (Vieira, 1998). Sin em-
bargo, la noción más amplia y reconocida, tanto en su signiﬁcado como en 
sus elementos constitutivos, se atribuye a T. H. Marshall (1997) en su aná-
lisis del desarrollo del concepto de ciudadanía para el caso de Inglaterra.1 
En este sentido, Marshall propone que la ciudadanía está compuesta por tres 
elementos:
1. El elemento civil, referente a los derechos que son necesarios para la 
libertad individual, como la libertad de la persona, de expresión, de 
pensamiento y de religión, así como por el componente del derecho a 
la propiedad y a la justicia. 
2. El elemento político, que se relaciona con el derecho a participar en 
el ejercicio del poder político. 
3. El elemento social, que se vincula con el derecho a tener un mínimo 
bienestar económico, así como con el derecho a ser parte del patri-
monio social y a contar con estándares civilizados de vida.
1 El original de este trabajo fue publicado en el año de 1949.
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Se le han hecho algunas críticas a esta división de los componentes que 
conforman la ciudadanía. Craston (1983) menciona que no se pueden enten-
der los derechos sociales como derechos naturales, y por ende darles carácter 
de principios universales, sino que éstos surgen basados en los procesos his-
tóricos de cada nación, por lo que no se podrían vincular con una concep-
ción general de ciudadanía. Por otra parte, Turner (1990) critica la visión de 
que el ciudadano aparece como un actor pasivo supeditado a las decisiones y 
acciones de las instituciones del Estado. Finalmente, Roche (1987) sostiene 
que los aportes de Marshall no reconocen los procesos de acción política, co-
mo a su parecer fueron las revoluciones, que dieron pie a la construcción y el 
entendimiento del concepto de ciudadanía.
A pesar de las críticas, los aportes de Marshall permitieron ahondar en 
el debate de la vinculación de la ciudadanía con el de clase social, que según 
este mismo autor parten de principios contradictorios, pues la ciudadanía se 
deﬁne con base en el principio de igualdad de derechos y obligaciones, mien-
tras que la clase social se estructura como un sistema de desigualdades. Ante 
este escenario, la ciudadanía tiene el reto de no quedarse en el reconocimien-
to formal de una capacidad igual para disfrutar los derechos, sino de esta-
blecerse como un principio real de igualdad que conlleve una justicia social. 
Para ello, resulta necesario encontrar un equilibrio entre lo civil, entendido 
como los derechos individuales, y lo cívico, relacionado con los deberes de 
los individuos con el Estado.
Hasta aquí se podría identiﬁcar una visión “histórica” del concepto de 
ciudadanía en la cual el individuo es nominado como tal, y por lo cual cuenta 
con derechos jurídicamente establecidos tanto por las leyes jurisdiccionales 
de las naciones como por las normas de carácter universal que reﬂeja desde 
1948 la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Sin embargo, a los 
elementos primarios constitutivos de la ciudadanía se le agregan, a partir de 
las discusiones que se dan en la segunda mitad del siglo XX, los derechos 
que no recaen en la persona, sino en colectividades humanas como la comu-
nidad, la nación o grupos étnicos; así como en derechos como el del medio 
ambiente, de las mujeres, ancianos, niños, jóvenes y consumidores. Incluso, 
se ha hablado de derechos, bajo la etiqueta de “cuarta generación”, relativos 
a la bioética para preservar la vida y a la regulación de la ingeniería genética 
(Vieira, 1998).
En este sentido han surgido diversas vertientes que han abordado enfo-
ques que se deben tener en consideración para comprender el sentido del 
concepto de ciudadanía en la actualidad. Algunos de estos enfoques se re-
lacionan con el surgimiento de nuevas formas de identiﬁcación social, pro-























































40 de participación, conﬂictos étnicos y el fenómeno de la globalización, entre 
otros. Todos estos elementos impactan los signiﬁcados tradicionales del con-
cepto de ciudadanía (Winocur, 2003). 
Para contextualizar el sentido del concepto de ciudadanía en la actuali-
dad, se considera pertinente abordar, de forma sucinta, tres de estos enfo-
ques. El primero está relacionado con la pérdida de credibilidad y represen-
tatividad de los canales tradicionales de participación como son los partidos 
políticos o sindicatos; el segundo tiene que ver con el surgimiento de nuevas 
identidades y su lucha por su visualización y reconocimiento; y el tercero está 
relacionado con la inﬂuencia que ejercen los medios de comunicación en la 
construcción de la ciudadanía.
Con relación al primer enfoque se ha argumentado que “la política ya no 
es lo que fue. Ella fue un conjunto de instituciones y procedimientos más 
o menos claramente estructurados, con amplia penetración en la sociedad a 
través de mecanismos clientelares y corporativos […] hoy en día la situación 
ha cambiado” (Lechner, 2000: 25). En este sentido, se da cuenta de la pérdi-
da de centralidad de la política como eje principal que durante muchos años 
pudo ordenar y articular la vida social, donde los ciudadanos ﬁncaban sus 
expectativas y utilizaban sus canales para que se cumpliera ese ordenamiento 
social. Sin embargo, han existido cambios en el sistema funcional de los ám-
bitos económico, social y político, que han cuestionado el mantenimiento del 
orden social proporcionado anteriormente por la política.
Este descrédito de los canales tradicionales de participación también se 
relaciona con una situación de crisis en cuanto a las ideologías y representa-
ciones de los partidos políticos y de los sindicatos, lo que impacta en que “el 
ejercicio de la ciudadanía se desplaza de la política institucional a diversas 
instancias y núcleos de organizaciones sociales, locales y comunitarias con 
intereses diversiﬁcados” (Winocur, 2003: 234).
Junto con este enfoque, y quizá como una respuesta a él, está el surgi-
miento de nuevos grupos con identidades diferenciadas, y la necesidad de és-
tos de tener un reconocimiento, así como el cumplimiento de sus demandas 
y necesidades especíﬁcas. Aunque estos movimientos acerca de nuevas iden-
tidades surgieron con mayor fuerza en otras áreas geográﬁcas como Europa y 
los Estados Unidos de América, su importancia ha ido en aumento en los paí-
ses de la región latinoamericana. Estas discusiones han arrojado un debate 
muy importante en cuanto al sentido del signiﬁcado del ciudadano, dejando 
de lado el reconocimiento de igualdad por derechos al ser ciudadano, al pa-
sar a ser reconocidos y tener derecho a ser diferentes. 
Como grupos que incluyen a este sector se encuentran los grupos de fe-
ministas que abordan el debate de las necesidades especíﬁcas de la mujer; 
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pero de igual forma se hace necesario conocer los intereses, derechos especí-
ﬁcos y formas de participación de los indígenas, migrantes, adultos mayores, 
discapacitados, jóvenes y las minorías raciales y sexuales. Muchos de estos 
grupos no se sienten plenamente identiﬁcados con el carácter general de ciu-
dadanía y buscan, a partir de su propia diferencia, ser tomados en conside-
ración como integrantes de la sociedad. En otras palabras, estos grupos de-
mandan su reconocimiento y que se
acoja su modo de estar en el mundo, su manera de relacionarse con los demás y 
con la naturaleza, y que se expresa en el lenguaje que usan, en las doctrinas com-
prehensivas que a veces profesan y en la manera en que relacionan los géneros 
[…] lo que ellos parecen desear es participar como grupo, con identidad propia, 
en la comunidad política. (Peña, 2005: 100)
Es a partir de estas discusiones que el concepto de ciudadanía hace refe-
rencia tanto a los derechos individuales de las personas como al vínculo de 
pertenencia a una comunidad especíﬁca, no sólo limitándola a la idea gené-
rica de nacionalidad sino, además de ello, a un grupo más fácilmente identi-
ﬁcable tal como mujeres, jóvenes, adultos mayores, discapacitados, etcétera. 
Como tercer elemento de análisis está el tema de la relevancia que en la 
actualidad tiene la vinculación de los medios de comunicación con la ciu-
dadanía. En este punto es importante tomar en consideración la inﬂuencia 
que tienen los medios de comunicación en los sentidos que van adquiriendo 
tanto la práctica como la representación de la ciudadanía, pues
la retracción de los espacios públicos tradicionales, junto con la omnipresencia 
de la televisión y de la radio en los hogares, han afectado considerablemente los 
procesos de formación de opinión, las modalidades de participación, las maneras 
de pertenecer y las estrategias de inclusión en la esfera de lo público. (Winocur, 
2003: 237)
Tema relevante en este análisis es el entendimiento de las nuevas modali-
dades en las que participa la ciudadanía, modalidades muchas veces mediati-
zadas por la televisión y la radio, y el peligro de que el desempeño ciudadano 
se vea más relacionado con prácticas de consumo (García, 1995), que con 
una verdadera preocupación por atender y participar en temas trascendenta-
les de interés común.
En este punto se puede reconocer a los medios de comunicación como 
actores muy importantes en cuanto a su capacidad para poner a considera-
ción, discutir y establecer asuntos de interés público, pero igualmente resulta 
oportuno tomar en cuenta que los mismos medios también pueden ocultar, 























































40 anterior traería a discusión el tema de la posibilidad que tienen los medios 
privados de generar información objetiva y transparente, pues muchas veces 
están determinados por sus propios intereses tanto comerciales como corpo-
rativos. En este sentido, se ha argumentado que 
los ﬁnes del modelo comercial de medios –el que más rápidamente se expande 
en el mundo– sí generan controversia para el espacio público en las democracias, 
pues los intereses económicos, corporativos, e incluso a veces políticos de este ti-
po de medios, inciden en lo que presentan como contenidos, lo cual puede afectar 
su desempeño a la hora de vigilar, informar y debatir. (Guerrero, 2006: 13)
En conclusión, la discusión de los medios de comunicación y los medios 
tradicionales de participación ciudadana no debería centrarse en la superpo-
sición de formas del ejercicio de la propia ciudadanía, sino en formas com-
plementarias que permitan construir nuevas formas y escenarios de partici-
pación (Martín-Barbero, 1999).
Con estos elementos se aprecia cómo el concepto de ciudadanía ya no 
puede circunscribirse con exclusividad al plano jurídico como “derecho de 
tener derechos”, sino que entran a discusión muchos otros factores que afec-
tan a las prácticas y formas en las que se desarrolla la ciudadanía, por lo que 
el entendimiento del concepto retrotrae al análisis y comprensión de otros 
elementos que se van sumando al entendimiento de la ciudadanía.
Ahora bien, tanto para Marshall como para otros autores que han abor-
dado el análisis de la ciudadanía, ésta sólo se puede dar de forma plena en un 
Estado democrático, en el cual los derechos civiles, políticos y sociales estén 
asegurados para todos los integrantes de la sociedad, quienes tengan además 
la capacidad de participar en los asuntos públicos. Surge aquí la discusión so-
bre la relación entre la ciudadanía y la democracia, pues como se mencionó, 
para que surja la primera es necesario que exista un gobierno democrático 
comprometido con que la ciudadanía se consolide, mientras que debe existir 
una ciudadanía independiente y lo suﬁcientemente participativa para que la 
democracia pueda realizarse. Estos elementos serán analizados en el siguien-
te apartado, incluyendo el tema de la información como elemento esencial en 
la construcción de ciudadanía.
Democracia, información y ciudadanía
Las discusiones generadas alrededor de la gobernabilidad democrática y el 
rediseño institucional se han estancado en los límites de la democracia repre-
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sentativa.2 En este sentido, se ha argumentado que para alcanzar niveles de 
acuerdos sociales amplios en la esfera pública, se torna fundamental la aso-
ciación entre la propia democracia representativa con la democracia partici-
pativa,3 asociación que sea capaz, a su vez, de construir políticas públicas eﬁ-
caces que atiendan de la mejor forma posible las necesidades de la sociedad.
Ahora bien, si tomamos en consideración la descripción de América La-
tina como una de las regiones con mayores niveles de desigualdad en el mun-
do, resulta necesario traer a discusión el fenómeno de exclusión en el que se 
encuentra un gran número de habitantes de la región. Dicha exclusión puede 
ser de tipo económico, político, cultural y de participación, pero también, y 
de cierta forma relacionada con todas las anteriores, de acceso a la informa-
ción. Algunos autores han abordado la temática de la desigualdad existen-
te en el acceso a la información mediante la utilización de las nuevas tecno-
logías de la información y comunicación bajo la denominación de “brecha 
digital”4 (Hoffman, Novak y Schlosser, 2001; Castells, 2001; Servon, 2002; 
Rodríguez, 2006, entre otros). Todos estos elementos generan un restringido 
acceso a la esfera pública.
Debido a la importancia que cobra el concepto de esfera pública en su re-
lación con la temática de la ciudadanía y la democracia, conviene aquí ahon-
dar en la reﬂexión de dicho concepto, que en primera instancia tiene como 
contraparte la esfera privada en la cual destacan elementos como el hogar y 
la familia. Por el contrario, la esfera pública se relaciona con lo que puede ser 
visto y escuchado por todos, es decir: “la esfera pública, al igual que el mun-
do en común, nos junta y no obstante impide que caigamos uno sobre otro, 
por decirlo así” (Arendt, 1993: 62). De forma resumida, en la obra de Arendt 
(1993) se menciona que son principalmente tres las actividades en las que se 
ha basado la vida de la humanidad en la Tierra: la primera es la “Labor”, re-
lacionada con todas aquellas tareas necesarias para el mantenimiento de la 
vida, como alimentarse, beber, dormir y descansar; en segundo lugar el “Tra-
bajo”, en donde mediante la utilización de los materiales que ofrece la natu-
raleza se “fabrica la interminable variedad de cosas cuya suma total constitu-
ye el artiﬁcio humano” (Arendt, 1993: 165), y por último está la “Acción”, que 
le da al individuo el sentido de libertad y distingue a la humanidad del resto 
2 También conocida como democracia delegativa, pasiva o ciudadanía de baja intensidad.
3 A diferencia de la idea de democracia representativa en donde se podría hablar más de una 
población o sociedad civil que adquiere un papel meramente legitimador o de censura, me-
diante la emisión del voto; a las acciones del gobierno, en la propuesta de democracia par-
ticipativa, activa o deliberativa, sobresale la utilización del concepto del ciudadano, el cual 
está informado y participa activamente mediante la argumentación de sus ideas en el espacio 
público.
4 Este concepto hace referencia a la desigualdad en cuanto a la disponibilidad y uso de tecnolo-























































40 de la naturaleza, siendo precisamente en esa “acción” en donde “con palabra 
y acto nos insertamos en el mundo humano” (Arendt, 1993: 206) y con ello la 
esfera pública cobra sentido, ya que permite que surjan dos elementos esen-
ciales en el entendimiento de la ciudadanía:
1) la posibilidad de que todos los individuos sean vistos y escuchados,
2) la generación de un espacio común en donde los individuos se mues-
tren mediante la argumentación, el discurso y la acción.
Hay algunos puntos en común entre estos aportes y la teoría de la acción 
comunicativa de Habermas (1987), en la cual la discusión de la esfera pública 
parte del entendimiento de las sociedades en dos niveles simultáneos de aná-
lisis: el “sistema” y el “mundo de la vida”. Con relación al “sistema” el propio 
Habermas indica que son los campos basados en una razón instrumental y 
relacionados con la política (Estado) y con la economía que, con la evolu-
ción y modernización del capitalismo, terminaron por dominar a manera de 
“colonización” al “mundo de la vida”, relacionado éste último con aspectos 
vinculados con la cultura, la personalidad y la sociedad, aspectos que se fun-
damentan en una razón comunicativa. Es en este último punto en donde el 
lenguaje juega un papel fundamental en la generación de acuerdos entre los 
individuos mediante la utilización del diálogo. En este sentido, Habermas 
indica que
los mecanismos sistémicos acaban desplazando las formas de integración social, 
incluso en aquellos ámbitos en que la coordinación de la acción en términos de 
consenso no tiene sustitución alguna; es decir, incluso allí donde lo que está en 
juego es la reproducción simbólica del mundo de la vida. Entonces la mediatiza-
ción del mundo de la vida adopta la forma de una colonización del mundo de la 
vida. (Habermas, 1987: 276)
Ante este escenario se propone la necesidad de revertir esa “coloniza-
ción” del “sistema” al “mundo de la vida”, con la utilización del principio del 
discurso, la participación y del diálogo que propicia la acción comunicativa. 
Con ello se podría dar un cambio en donde 
un sistema autorregulado, según el cual a todo suceso o estado se le puede atribuir 
un signiﬁcado en virtud de su posición funcional, es sustituido gradualmente por 
un modelo estructurado en términos de teoría de la comunicación, conforme al 
cual los actores orientan sus acciones según sus propias interpretaciones de la si-
tuación. (Habermas, 1987: 168)
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De esta forma, para Habermas la esfera pública, relacionada directa-
mente con el “mundo de la vida”, es el lugar donde se generan decisiones co-
lectivas y por ende donde se legitima la democracia. Sin embargo, el propio 
Habermas anticipa ciertas problemáticas en el escenario ideal del proceso 
democrático, como que únicamente se tomen en consideración las virtudes 
actuales de los ciudadanos, pues esto tendría que suponer que todos cuen-
tan con información suﬁciente y una correcta asimilación de ésta para fun-
damentar sus discursos y opiniones. En este punto y retomando a Marshall, 
“el derecho a la libertad de palabra tiene poca sustancia real si, debido a la 
falta de educación, usted no tiene nada que merezca la pena decir y carece de 
medios para hacerse escuchar en caso de que quiera decir algo” (1997: 316). 
Lo anterior se vincula directamente con el tema de la información, tanto en 
su entendimiento como derecho, así como en su papel para volver realidad la 
libertad de palabra.
En un contexto democrático, se puede entender la información como un 
elemento esencial mediante el cual los ciudadanos pueden incrementar sus 
conocimientos y, con ello, su capacidad de acción frente a los asuntos pú-
blicos; es decir, la información como un pilar de la construcción de la esfera 
pública. Sin embargo, en el escenario actual de la región nos encontramos 
con que los grupos marginados, pobres y vulnerables en muchas ocasiones 
carecen de información importante y oportuna para tener un mejor modo 
de vida, y también de información relacionada con sus derechos, opciones 
de empleo, servicios públicos de salud, vivienda y educación, así como de los 
programas y políticas públicas. Lo anterior deriva en una nula presencia y 
participación tanto en los asuntos públicos como en la deﬁnición de la agen-
da, de estrategias y de la utilización de los recursos públicos.
En este sentido, se ha argumentado que “la construcción de la demo-
cracia en la región introduce la reivindicación ciudadana de un derecho 
de quinta generación –más allá de los derechos civiles, políticos, sociales y 
difusos– que equivale a demandar una gestión deliberativa de las políticas 
públicas” (Fleury, 2004: 142). En este punto, resulta igualmente necesario 
instrumentar acciones mediante las cuales los hasta ahora excluidos de infor-
mación puedan acceder a ella, con lo cual tengan mejores elementos para su 
participación en la gestión de políticas públicas y en general en su participa-
ción en los asuntos públicos.
Se puede entender a la información como un derecho así como un prin-
cipio básico en los gobiernos democráticos. Como derecho, han existido 
grandes avances en el reconocimiento a nivel internacional de los derechos 
de libertad de expresión y acceso a la información, que tienen por objetivo 























































40 cipación, la responsabilidad, la rendición de cuentas y en general con la 
transparencia. Como principio básico, el acceso a la información se puede 
entender como un instrumento fundamental para aumentar y mejorar la ca-
pacidad de acción de la población, pues forma la base en la que se construye 
la participación en la esfera pública, y con ello en los procesos democráticos 
y en la gestión de políticas públicas.
Ahora bien, si resulta fundamental la protección del derecho al acceso a 
la información, entendido como la posibilidad de allegarse a la misma de for-
ma clara, vasta y oportuna, resulta también indispensable mejorar los ﬂujos 
de información que se dan entre los distintos actores, como son el gobierno, 
las asociaciones, las organizaciones de la sociedad civil, los grupos de interés 
y el sector privado. Ante esto, se torna esencial la creación y el reforzamiento 
de los mecanismos y las políticas que permitan la comunicación y el inter-
cambio de información entre los actores.
En este punto, han existido recomendaciones de los organismos interna-
cionales encaminados a mejorar la situación en esta materia. El Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (2003) aconseja centrar los esfuerzos 
principalmente en cuatro áreas:
 t Fortalecer el marco legal que regula y permite la libertad y el pluralis-
mo en la información.
 t Apoyar y fortalecer, tanto a nivel local como nacional, las capacidades 
y el surgimiento de redes, así como un mejor nivel de los medios de 
comunicación, con objeto de propiciar el intercambio de información 
plural e independiente.
 t Acrecentar el conocimiento de los derechos de acceso a la información 
oﬁcial y una mejora en los canales de suministro y acceso de informa-
ción.
 t Generar y mejorar los mecanismos de comunicación necesarios para 
que los menos favorecidos tengan la capacidad de incidir en la formu-
lación de políticas, así como en la práctica de los asuntos locales y na-
cionales.
Como derecho, el acceso a la información ha quedado de maniﬁesto en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en su artículo 19 es-
tablece: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expre-
sión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, 
el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”. Por su parte, pa-
ra el caso nacional, en el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos se establece que “La manifestación de las ideas no será 
objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa […] el derecho a la 
información será garantizado por el Estado” y continúa: “Toda persona tiene 
derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, 
recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión”.
Como se puede apreciar, en ambos artículos se toma en consideración 
tanto el derecho a la información como a la comunicación y manifestación de 
las ideas. Por lo tanto, los individuos pueden desempeñar el papel de usua-
rios, conductores y también el de generadores de información. Por lo anterior 
se puede entender que el acceso a la información no puede quedar exclusiva-
mente relacionado con los temas de protección de los derechos a la informa-
ción, sino que de igual forma es necesario promover y proteger el uso de esa 
información mediante la comunicación, lo cual permitiría la expresión de las 
ideas y una verdadera participación en los procesos democráticos y los asun-
tos públicos. 
De los elementos antes señalados se desprende la necesidad de una re-
construcción de la esfera pública en un ambiente democrático que permita 
una participación más amplia de un mayor número de individuos, para lo 
cual es necesario encontrar nuevas formas de organización, negociación y 
concertación, así como mejores canales que permitan un acceso más amplio 
a la información relevante y oportuna. Lo anterior ayudaría a sobrepasar el 
simple optimismo discursivo que destaca la participación ciudadana como 
elemento esencial para mejorar la situación social y ayudaría a revertir la 
poca intervención de los ciudadanos en la gestión de las políticas públicas; 
escasa intervención que tiene su origen, en gran medida, en la precariedad 
de los elementos sociales básicos que impiden el correcto ejercicio de los de-
rechos ciudadanos (Canto, 2008). Para ello, resulta importante ahondar en 
la reﬂexión de otro elemento vinculado al de ciudadanía, que es el de la par-
ticipación ciudadana y cómo se inserta ésta en la sociedad del conocimiento, 
mismos elementos que se analizarán en el siguiente apartado del documento.
La participación ciudadana en la sociedad del conocimiento
Existen diferencias entre el entendimiento del ciudadano que es nominado 
como tal de forma prerrogativa, el cual se hace sujeto receptor de derechos, 
y aquel ciudadano que se informa, interviene y participa en los asuntos pú-
blicos de su comunidad. En este punto, surge la necesidad de ahondar en la 























































40 ciones en materia de tecnologías de información y comunicación, de contex-
tualizarla en la era de la información y sociedad del conocimiento. 
El concepto de participación ciudadana se ha abordado de formas muy 
diversas. Esto ha generado un carácter polisémico del concepto que ha diﬁ-
cultado una noción general del mismo; sin embargo, ha permitido un enri-
quecimiento de nociones que se le vinculan en su análisis. En términos ge-
nerales, podemos entender a la participación ciudadana como el proceso de 
intervención e injerencia de los individuos en los asuntos públicos, que tiene 
como principio la propia identiﬁcación de los individuos como ciudadanos al 
formar parte de una comunidad social y política especíﬁca. Por lo tanto, es el 
proceso social resultante de la acción intencionada tanto de individuos como 
de grupos que persiguen una meta especíﬁca, tomando en consideración sus 
intereses y las relaciones sociales y de poder con las que cuenten (Velásquez y 
González, 2003).
La participación ciudadana puede variar de acuerdo con el tipo de go-
bierno, su grado de democracia, las instituciones, la capacidad organizativa 
de la sociedad y, en general, con las relaciones entre la propia sociedad con 
el gobierno. En este sentido, hay autores que destacan la importancia de esta 
relación sociedad-Estado, entendiéndola como los procesos de interacción, 
comunicación e incluso de diferenciación que se dan entre ellos (Espinosa, 
2004). Asimismo, estas diferentes formas de relación también inﬂuyen en el 
tipo de democracia y en que ésta se consolide o bien fracase a largo plazo, 
por lo tanto también podemos destacar el vínculo permanente que existe en-
tre los conceptos de democracia y participación ciudadana, pues como men-
ciona O’Donnell: 
como una forma política eﬁcaz en un territorio determinado, la democracia está 
necesariamente vinculada a la ciudadanía, y ésta sólo puede existir dentro de la 
legalidad de un Estado democrático. La universalización total de la ciudadanía es 
un ideal al que se acercan, en mayor o menor grado de proximidad, las democra-
cias realmente existentes. (1993: 74)
Los cambios de gobierno que en la región y en nuestro país apuntaron a 
formas más democráticas de participación permitieron la generación de nue-
vas formas asociativas y de vinculación de los individuos, que redundaron a 
su vez en un renovado uso de los espacios públicos, lo cual dio cuenta, de for-
ma empírica, de que la consolidación democrática depende en gran medida 
de la participación ciudadana. Sin embargo, y una vez superado el hecho de 
que los ciudadanos puedan ejercer de forma libre sus derechos políticos, es 
necesario que participen de forma más activa en otros espacios y ámbitos de 
las tareas públicas (Prats y Catalá, 1996; Giddens, 2000; Fleury, 2004), lo que 
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generaría, a su vez, un orden institucional diferente que fuera abierto y plural 
(Calderón, 1995).
Ahora bien, la participación ciudadana puede darse principalmente de 
dos formas: institucionalizada o autónoma. En su forma institucionalizada, 
la participación se da dentro de los estatutos reglamentarios del marco nor-
mativo y legal y puede dar como resultado una mayor legitimidad del gobier-
no, una promoción de la cultura democrática, así como una más eﬁcaz forma 
de toma de decisiones y de una mejor gestión pública. La autónoma, por su 
parte, se genera desde la propia sociedad civil sin tomar en consideración a 
las instituciones del gobierno (Ziccardi, 1998).
Por otro lado, la participación puede conﬁgurarse como administrativa o 
política. La participación administrativa es despolitizada, pues no conlleva 
una redistribución del poder social, sino una racionalidad meramente ins-
trumental que toma en consideración a los beneﬁciarios que están involucra-
dos de forma directa en la participación; la participación ciudadana política 
tiene por objetivo intervenir de cierta forma en los temas y en los balances de 
poder social más amplios. Este último tipo de participación ciudadana, que 
es la que más interesa en este trabajo, requiere de una mayor información, 
pues se da mediante la utilización y manifestación de argumentos racionales 
(Cunill, 2008).
En este punto, surge la necesidad de comprender el concepto de partici-
pación ciudadana y el del papel que desempeña en la denominada era de la 
información y posterior sociedad del conocimiento.5
El surgimiento de “la era de la información” puede ser identiﬁcado a la 
par que la revolución en el campo de las nuevas tecnologías de la informa-
ción6 y comunicación que impactaron el funcionamiento económico, social 
y cultural tanto de las naciones como de sus interacciones entre ellas (Cas-
tells, 1999). En este sentido, y haciendo una diferenciación entre el desarro-
llo basado en el tema informacional con los desarrollos agrario e industrial, 
Castells menciona que “en el nuevo modo de desarrollo informacional, la 
fuente de la productividad estriba en la tecnología de la generación del co-
nocimiento, el procesamiento de la información y la comunicación de sím-
bolos” (1999: 42-43). Por lo tanto, en esta era de la información nos podemos 
encontrar con que
5 En este orden de ideas, Clark (1997) establece que la sociedad del conocimiento se podría 
considerar como una etapa posterior de la civilización a la llamada era de la información.
6 Para Castells (1999: 32) estas nuevas tecnologías están relacionadas con “el conjunto conver-
gente de tecnologías de la microelectrónica, la informática (máquinas y software), las teleco-
municaciones/televisión/radio y la optoelectrónica” además de la inclusión de “la ingeniería 























































40 […] los indicadores del crecimiento tecnológico en el sector informático y de co-
municaciones, su impacto sobre las estructuras socionacionales y la profundiza-
ción de la densidad de las relaciones sociales que de ellos se derivan nos muestran 
que el escenario de un futuro tal vez no tan predecible hace unas décadas –en 
relación con los desarrollos posibles– ya está aquí. (Bernal-Meza y Masera, 2007: 
92)
Por lo anterior, podemos relacionar a la era de la información con un 
desarrollo que impacta directamente a la sociedad; dicho desarrollo amplía 
considerablemente la potencialidad de los individuos para obtener, generar y 
compartir información de forma instantánea, prácticamente desde cualquier 
ubicación y de muy diversas formas. Sin embargo, se debe tener en conside-
ración que con el uso de este concepto se “hace referencia a un nuevo para-
digma, cuyos criterios orientadores dan cuenta del camino hacia un tipo de 
sociedad emergente y en construcción, resultante de la acción de los sistemas 
tecnológicos y de los progresivos procesos de digitalización” (Bernal-Meza y 
Masera, 2007: 94). Ese tipo de sociedad emergente es denominada por mu-
chos autores como la sociedad del conocimiento.
Sakaiya (1995) fue quien de cierta forma extendió el uso del concepto de 
sociedad del conocimiento al mencionar que, dejando de lado únicamente la 
satisfacción de cuestiones materiales, las sociedades darían más importancia 
a las cuestiones inmateriales, como el propio conocimiento, y que justamente 
ese conocimiento se constituiría como posible motor del desarrollo de las na-
ciones. Esto de cierta forma fue un rompimiento en cuanto a las tendencias 
que apuntalaban al desarrollo vinculándolo con las sociedades industrializa-
das y con el aumento de capital.
Drucker (1974) fue uno de los primeros autores en referirse al término 
sociedad del conocimiento, argumentando precisamente que el poder de la 
economía estaba dejando de ser el resultado de la utilización del capital ﬁ-
nanciero o los recursos naturales, y que a su vez estos elementos daban paso 
al conocimiento como el componente esencial para el crecimiento económi-
co. Incluso Drucker llegó a postular que los nuevos líderes sociales serían 
aquéllos con sólidos conocimientos o “profesionales del conocimiento”, de-
jando en un segundo término a los que sólo tenían recursos ﬁnancieros. Otra 
corriente (Hansson, 2002) apunta a señalar que vivimos ya en una sociedad 
del conocimiento, marcada por el desarrollo y evolución tecnológica que ha 
traído como resultado un considerable aumento en cuanto a la cantidad de 
conocimientos; y, más importante aún, coinciden en que aspectos como la 
riqueza, el bienestar e incluso la felicidad de las personas ya no sólo pueden 
ser medidos en términos productivos y de mercancías, sino en cuanto al nivel 
y calidad de los conocimientos de los individuos.
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Cabe subrayar que en la sociedad del conocimiento se destaca que con 
fenómenos como el de la globalización, las nuevas tecnologías de la informa-
ción y el propio conocimiento, se puede alcanzar un correcto funcionamien-
to de las empresas y la actividad económica en general, así como mejorar las 
relaciones y la interacción entre los ciudadanos y entre éstos con las organiza-
ciones públicas. Con esta valorización del conocimiento, el papel del ciuda-
dano puede destacar como principal activo competitivo, dejando de lado su 
análisis exclusivo como recursos humanos.
En este punto es pertinente señalar que los conceptos de sociedad del co-
nocimiento y era de la información han llegado a ser utilizados indistinta-
mente como si fueran sinónimos e inclusive como si se reﬁrieran a lo mismo; 
sin embargo, cada uno de ellos hace referencia y pone hincapié en aspectos 
especíﬁcos de análisis. Mientras que en la era de la información se hace re-
ferencia al gran aumento en cuanto a la disponibilidad de información por 
medio del uso de las tecnologías de la información y comunicación, como 
es el acceso a Internet, en la sociedad del conocimiento se pone énfasis en el 
elemento del conocimiento de los individuos como factor de desarrollo y ri-
queza; es decir, mientras que una hace referencia a la enorme disponibilidad 
de datos e información, la otra remite a la verdadera utilización y asimilación 
de dicha información por los individuos. Esta diferenciación no resulta me-
nor, pues como señala Ríos (2014: 148) el “cambio de percepción de la infor-
mación al conocimiento es vital para comprender el cambio de paradigma de 
desarrollo social”, por lo tanto no debe confundirse el uso de estos conceptos 
ya que “el nacimiento de la Sociedad de la información basada en la revolu-
ción de las nuevas tecnologías es tan sólo un instrumento para alcanzar el 
modelo de sociedad del conocimiento” (Ríos, 2014: 149).
Las discusiones sobre los conceptos de la era de la información y socie-
dad del conocimiento resultan muy útiles al reﬂexionar en torno al concepto 
de ciudadanía y en especíﬁco al de participación ciudadana, pues los análisis 
apuntan a reconocer a la información y al conocimiento como variables prin-
cipales, incluso sobre los recursos naturales y económicos, en la generación 
y distribución de poder en las sociedades modernas, lo cual impacta la di-
námica interna de la propia sociedad (Webster, 1995; Thurow, 1996). Tofﬂer 
(1990) menciona además que, a diferencia de los recursos naturales y eco-
nómicos, el conocimiento no se gasta, sino que tiende a ampliarse mediante 
la generación de más conocimiento. Sin embargo, como se ha señalado an-
teriormente en este documento, para la correcta generación de conocimien-
to e información se torna fundamental un ambiente democrático en donde 
prime la libertad de ideas y la posibilidad de allegarse información útil para 























































40 optimismo de Tofﬂer (1990) cuando argumenta sobre la democratización de 
la distribución del conocimiento, mencionando que aun el pobre y el débil 
fácilmente la pueden adquirir, pues se tienen que considerar los problemas 
de acceso, así como el precio de la información y desmitiﬁcar la noción de 
que ésta no cuesta (Morales, 1990).
Una vez revisados los conceptos de información, ciudadanía, era de la 
información y sociedad del conocimiento, surge la necesidad de analizar la 
problemática relacionada con los bajos niveles de participación ciudadana 
en la gestión de políticas públicas imperante en mayor o menor grado en los 
países de la región. Este problema se complejiza al tomar en consideración 
que las circunstancias analizadas pueden actuar de manera recíproca como 
causa y efecto; es decir, por un lado los ciudadanos necesitan de mayor in-
formación para argumentar de mejor forma sus necesidades e ideas para que 
impacten de forma positiva su participación en los asuntos públicos y en la 
elaboración de las políticas públicas; pero por otro lado, se necesitan mejores 
políticas públicas para que los ciudadanos tengan los canales necesarios para 
allegarse la información y, con ello, cuenten con mejores elementos para par-
ticipar. La salida al dialelo aquí propuesto está encaminada a la adopción de 
un modelo de gobernanza en la gestión de las políticas públicas, modelo que 
será analizado en el siguiente y último apartado. 
El modelo de la gobernanza en la gestión de políticas públicas
Se ha mencionado que la “política pública está hecha de palabras” (Majone, 
1997: 2); en este sentido, en cualquiera de sus modalidades, oral o escrita, la 
argumentación resulta necesaria en el proceso de elaboración y gestión de las 
políticas, máxime en el contexto de los gobiernos democráticos, caracterizados 
por la posibilidad de que los diferentes actores interactúen mediante la discu-
sión y el debate de las ideas que conlleven a acuerdos y acciones concretas. 
En un modelo idealizado en la gestión de las políticas llevadas a cabo en 
un Estado democrático se daría un proceso de expresión de ideas, necesida-
des y preocupaciones sobre temas comunes; estos elementos serían retoma-
dos por los candidatos a ocupar cargos de representación popular, quienes 
tendrían que saber plasmar en planes, proyectos y programas las necesidades 
recogidas en el proceso de expresión de ideas y demandas, de forma que los 
electores pudieran decidir, mediante las elecciones, qué candidato se acerca 
más a satisfacer las necesidades y problemas que los aquejan. Posteriormente 
el poder legislativo traduciría los proyectos en leyes, para al ﬁnal convertirse 
en políticas públicas por parte del ejecutivo (Majone, 1997). 
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Este supuesto ideal está lejos de la realidad, pues existe un desigual ac-
ceso y distribución de la información que propicia el conocimiento y la par-
ticipación mediante la argumentación. Esto se ve reﬂejado en un problema 
de dos vertientes: por un lado surgen grupos que dominan y concentran ma-
yor cantidad y calidad de información, los cuales tienden a ejercer poder e 
inﬂuencia en la gestión de políticas y en la forma de tratar los asuntos pú-
blicos; y por el otro, se generan bajos niveles de participación ciudadana e 
involucramiento de un amplio sector de la sociedad en los asuntos públicos. 
Lo anterior da muestras de que existe una insatisfacción de las necesidades 
de información, lo que frena a su vez “la ampliación de los conocimientos de 
los individuos y […] un desarrollo intelectual que incide en la formación de 
las personas con miras a lograr un mejor escenario de vida” (Ramírez, 2013: 
XV). Por ello, surge la necesidad de pensar y reﬂexionar en nuevas formas de 
gobierno que permitan crear mecanismos que propicien una mejor distribu-
ción de información y con ello una participación más amplia en los asuntos 
públicos.
En este sentido resultan interesantes los aportes del modelo de gobernan-
za, que diﬁeren del de gobernabilidad, y aunque no es objeto de este trabajo 
entrar en la discusión minuciosa de las diferencias entre estos modelos, es 
oportuno, en un primer momento, desarrollar una breve sistematización de 
las perspectivas analíticas que han abordado su estudio, con objeto de tener 
un mejor entendimiento del concepto de gobernanza.
En primera instancia el concepto de gobernabilidad empieza a ser utiliza-
do como un planteamiento que tomaba en consideración la necesidad de su-
perar tanto los desajustes ocasionados por las demandas y exigencias sociales 
como la capacidad gubernamental de atender éstas por medio de su puesta 
en consideración en las agendas públicas. Lo anterior fue resultado de la si-
tuación que caracterizaba al aparato gubernamental de muchos países en la 
década de los años setenta (Crozier, Hungtinton y Watanuki, 1975). Asimis-
mo, los principios de gobernabilidad implicaban la necesidad de atender la 
crisis relacionada con el ámbito ﬁnanciero, así como la de legitimidad, en los 
términos de eﬁciencia y eﬁcacia en los que se encontraba el sector público.
Ante la cada vez más notoria crisis por la que atravesaban los Estados de 
Bienestar, el término hizo referencia a la capacidad de ajuste de los gobiernos 
para atender los nuevos retos y exigencias sociales que se les presentaban. 
De lo anterior se desprende que a grandes rasgos se pueda deﬁnir a la gober-
nabilidad como la capacidad gubernamental y de gestión pública. De igual 
forma, habría que sumar que con esa buena forma de gobernar, aunada a una 
mejora en la situación política por la expansión de los derechos y oportuni-























































40 biernos autoritarios, lo que agrega un aspecto relacionado con la estabilidad 
política mediante la consolidación o el aﬁanzamiento democrático (O’Don-
nell, 1979; Przeworski y Wallerstein, 1988).
Sin embargo, el concepto de gobernabilidad se ha deﬁnido en los últimos 
tiempos más por su contraparte o aspecto negativo, la ingobernabilidad (Co-
ppedge, 1996), debido a aspectos como la sobrecarga económica del Estado, 
el aumento de demandas públicas no atendidas y aun por problemas de ra-
cionalidad entre los intereses del mercado y el crecimiento de la esfera de los 
servicios sociales (Pasquino, 2005; Mayntz, 2000). En este sentido, hay auto-
res que han mencionado que la gobernabilidad es sólo una ideología conser-
vadora de la crisis (Offe, 1979).
Por otro lado, el concepto de la gobernanza (Aguilar, 2006; Kauffman, 
Kraay y Zoido-Labaton, 2000; Peters, 1998; Brugué, Gomà y  Subirats, 2005; 
Torres y Ramos, 2008, 2012; Mayntz, 2000, 2002; Scharpf, 2000, 2001; Ca-
mou, 2000; entre otros) ha sido utilizado desde múltiples enfoques, la mayo-
ría de ellos convergen en deﬁnirlo como una forma de llevar a cabo la ejecu-
ción de los procesos, así como una forma más plural de tomar las decisiones 
públicas mediante la delegación de poder a los actores involucrados en el te-
ma en cuestión. De igual forma, se ha utilizado para dar cuenta del estable-
cimiento de una gestión público-privada (mixta) para alcanzar acuerdos de 
forma más horizontal, así como consensos que conlleven a una disminución 
de las diferencias jerárquicas y la eliminación de la visión del Estado como 
único capacitado para tomar decisiones públicas (Torres y Ramos, 2008).
Mayntz (2000) atribuye dos elementos novedosos en la deﬁnición de go-
bernanza, el primero entendiéndola como “un nuevo estilo de gobernar, dis-
tinto del modelo de control jerárquico y caracterizado por un mayor grado 
de cooperación y por la interacción entre el Estado y los actores no estatales 
al interior de redes decisionales mixtas entre lo público y lo privado” (Ma-
yntz, 2000: 1), mientras que el segundo elemento está relacionado con carac-
terizar a la gobernanza como “una modalidad distinta de coordinación de las 
acciones individuales, entendidas como formas primarias de construcción de 
orden social” (Mayntz, 2000: 1). Con esta forma de gestión más participati-
va, el gobierno puede trabajar más allá de sus límites convencionales median-
te la utilización de redes y procesos de participación pública, con objeto de 
mejorar sus capacidades para anticipar, intervenir, innovar, aprender, agili-
zar y, ﬁnalmente, recuperase de las crisis (Bourgon, 2010). 
Existe una vertiente epistemológica sobre el concepto de gobernanza 
que se considera pertinente destacar, la cual surge a partir de los movimien-
tos y reﬂexiones críticas que se desarrollaron en las décadas de los setenta y 
ochenta, en donde el concepto fue concebido como una dirección descen-
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tralizada en redes horizontales de organizaciones mixtas público-privadas.7 
Desde esta misma vertiente, el concepto fue considerado como la construc-
ción de un consenso horizontal crítico de las jerarquías. Lo anterior permitió 
el entendimiento de las instituciones como redes de decisiones horizontales, 
las cuales cuestionaron la funcionalidad de instituciones y organismos de 
corte centralizado.
A partir de los años noventa se fue conﬁgurando un paradigma con rela-
ción a la posmodernidad de la vida política y la descentralización. Una ver-
tiente de este paradigma pretendió dar cuenta de los beneﬁcios que los lazos 
sociales podían dar a la capacidad de gobierno mediante un “empoderamien-
to” a la participación social, por medio de la implementación de redes de polí-
ticas públicas y una cultura de la rendición de cuentas o accountability (Peters, 
1998). Esto apuntó a una reestructuración relacionada con las funciones tradi-
cionalmente desempeñadas por el sistema político-administrativo del Estado, 
pasando así de un control único de los procesos políticos a una cada vez ma-
yor negociación con los actores públicos y privados. Algunos autores sugieren 
que con este proceso se difuminó, cada vez más, la frontera entro lo público y 
lo privado (Börzel, 1998; Kenis y Schneider, 1991; Kohler-Koch, 1996).
En este punto resulta oportuno señalar las dimensiones de la gobernan-
za, las cuales son:
 t Construcción desde abajo hacia arriba de procesos de coordinación de 
las organizaciones e instituciones de los tres niveles de gobierno.
 t Gestión y esclarecimiento de las propuestas de los interesados para 
transformarlas en política pública.
 t Acuerdos público-privados y sociales con indicadores de evaluación de 
desempeño.
 t Dirección descentralizada de la gestión.
 t Cultura de la transparencia y rendición de cuentas.
 t Disminución de los costos de transacción que pueden medirse por me-
dio de la densidad de las relaciones de conﬁanza y reciprocidad, para 
facilitar la difusión de innovaciones en una escala espacial dada.
El principal rasgo de la gobernanza que es preciso enfatizar, con respecto 
a la utilidad del análisis de la participación ciudadana en la gestión de políti-
7 Se ha utilizado el término partenariado para referirse al desarrollo basado en una participa-
ción amplia de diferentes actores que, mediante el diálogo y el discurso, logran llegar a acuer-
dos conjuntos que permiten impactar la formulación de políticas, programas y acciones; es 
























































40 cas públicas, es aquel donde se aborda el concepto desde el punto de vista de 
la coordinación y articulación de los actores en espacios geográﬁcos, social y 
culturalmente determinados; es decir, en lugares y territorios bien deﬁnidos. 
Para dar ejemplo de ello, en el caso de una mejora en cuanto a las políticas de 
información, será necesario involucrar y “coordinar” a actores como agencias 
internacionales, tomadores de decisiones públicas (nacionales, estatales y 
municipales), organizaciones no gubernamentales, generadores de informa-
ción, difusores y proveedores, usuarios, responsables de medios, personal de 
bibliotecas, especialistas en bibliotecología y ciencias aﬁnes a la información 
y demás individuos involucrados en el tema. En este sentido, se ha menciona-
do que con la gobernanza se
permite la construcción y consolidación de redes, intercambios solidarios y aso-
ciaciones, es decir, de capital social, pero a su vez, es un producto de los intercam-
bios y las reglas construidas desde abajo ‘bottom up’ y de la coordinación con las 
instituciones desde arriba ‘top down’ lo que a su vez, permite un aumento de las 
capacidades (positivas) de los ciudadanos. (Torres y Ramos, 2012: 104)
De igual forma, la utilización de un modelo de gobernanza en la gestión 
de políticas públicas implicaría la puesta en marcha de un sistema de reglas, 
que pueden ser tanto formales como informales, que tiendan a marcar las 
pautas de interacción e intercambios en la esfera pública, y que también in-
cluyan la participación plural de actores del ámbito de los poderes públicos, 
sociales y económicos; con lo cual, y mediante la utilización de mecanismos 
de rendición de cuentas, se logre tanto una mayor legitimidad de las accio-
nes gubernamentales (Aguilar, 2006; Pierre y Peters, 2000; Williamson, 1979, 
1994; Mayntz, 2002; McCarney, Halfani y Rodríguez, 1998) como una mejora 
en la disponibilidad y acceso a información relevante para que los ciudadanos 
cuenten con mejores elementos para fundamentar sus discursos y su apari-
ción en la esfera pública.
Reﬂexiones ﬁnales
Uno de los objetivos de este trabajo fue abordar los cambios que ha tenido 
el concepto de ciudadanía, de ser un concepto que sólo atribuía derechos a 
los individuos a uno polisémico que incluye en la actualidad una visión más 
participativa de la actividad y vinculación de los individuos en los asuntos 
públicos. Este cambio está relacionado, a su vez, con las transformaciones 
democráticas, en donde se ha argumentado que para mejorar los niveles de-
mocráticos es necesario pasar de una democracia representativa, caracteriza-
135
INFORMACIÓN Y CIUDADANÍA, UNA PROPUESTA DESDE LA GOBERNANZA
da principalmente por la capacidad de elección de representantes públicos, a 
una democracia activa, en la cual los ciudadanos participen constantemente 
en los asuntos públicos.
Sin embargo, para que esta participación esté bien fundamentada, resulta 
necesaria la información, con objeto de lograr una buena aparición en la es-
fera pública, caracterizada por la calidad de la argumentación y por la clari-
dad de transmisión de ideas. En este sentido, se destacó la importancia de la 
información como elemento esencial en la conformación de una ciudadanía 
más participativa. No obstante, en la región latinoamericana aún persisten 
serias desigualdades en cuanto al acceso y el uso de la información, lo que 
redunda a su vez en una diferenciación entre la calidad de participación. Lo 
anterior genera que persistan élites que concentran un gran cúmulo de infor-
mación, lo que impacta favorablemente en su participación y la inclusión de 
sus necesidades en la agenda pública, y un amplio sector desinformado, que 
no participa y que desconoce gran parte de los derechos que podrían darle 
un mejor modo de vida. 
Ante esta situación, se propuso el modelo de gestión de la gobernanza, re-
conociendo la complejidad de los problemas relacionados con la distribución 
y acceso a la información, pues con este modelo se toma en consideración 
una participación más plural y un modo de toma de decisiones más coopera-
tivo. En este escenario, el gobierno deja de ser el único actor facultado para 
la toma de decisiones y se destacan sus atributos como coordinador de los 
actores interesados en la participación de los asuntos y gestión de políticas 
públicas. 
Por lo tanto, la gobernanza, desde el punto de vista que se ha abordado, 
constituye un elemento de integración de los ciudadanos con las actividades 
del Estado, en particular con la gestión de políticas públicas, que puede ge-
nerar sinergias positivas, un desarrollo en las capacidades de participación 
y la posibilidad de un mejoramiento en los canales de acceso, distribución y 
generación de información. En este mismo sentido, con la gobernanza desta-
ca la posibilidad de que ﬂuya más la información y el conocimiento, al tratar-
se de un modelo más horizontal de gobierno y de toma de decisiones públi-
cas, donde los diferentes actores formen parte tanto en la toma de decisiones 
como en la obtención de resultados, que deriven en un proceso más transpa-
rente de gestión pública.
Sin embargo, a la par de los resultados del trabajo, se abren una serie 
de cuestionamientos que pueden dar lugar a nuevos estudios que ayuden a 
enriquecer el debate de las temáticas abordadas, tales como ¿cuáles son los 
cambios que han existido en el plano legislativo relacionados con el acceso 























































40 dadana?, ¿cuál es el papel de las bibliotecas públicas en la formación de ciu-
dadanos?, ¿existen elementos de gobernanza en ámbitos más reducidos de 
análisis, como son el ámbito estatal o municipal?, y ﬁnalmente ¿qué otras 
iniciativas, tanto gubernamentales como sociales, pueden impactar en la for-
mación de un modelo más cercano al de gobernanza?
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